Gustavo Largo Guapacha y otros Vs Megabus S.A. y otros. Rad. 66001-31-05-003-2008-00014-03

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.
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TEMAS:
CONTRATO DE TRABAJO / INDEMNIZACIÓN MORATORIA / CUANDO EL PROCESO SE INICIA PASADOS DOS AÑOS DESDE LA TERMINACIÓN DEL VÍNCULO LABORAL / LOS INTERESES CORREN DESDE DICHA TERMINACIÓN / SOLIDARIDAD / LOS DEUDORES SOLIDARIOS PUEDEN OPONER TODAS LAS EXCEPCIONES DERIVADAS DE LA NATURALEZA DE LA OBLIGACIÓN / CASO MEGABÚS / INEXISTENCIA DE LA SOLIDARIDAD DEL MUNICIPIO DE PEREIRA.
Prevé el artículo 65 del C.S.T. que si a la terminación del contrato de trabajo, el empleador no cancela al trabajador los salarios y prestaciones debidas, salvo los casos de retención autorizados por la Ley o convenidos por las partes, debe pagarle a título de indemnización, un día de salario por cada día de retardo, hasta por veinticuatro meses o hasta cuando el pago se verifique si el periodo es menor; pero, si transcurridos esos veinticuatro meses contados desde la fecha de terminación del contrato, el trabajador no ha iniciado su reclamación por la vía ordinaria, el empleador deberá cancelar intereses moratorios a la tasa máxima de créditos de libre asignación certificados por la Superintendencia Financiera, a partir de la iniciación del mes veinticinco y hasta cuando el pago se verifique.

Sin embargo, respecto al pago de los intereses moratorios cuando no se haya iniciado la acción ordinaria, ha sido uniforme y reiterada la jurisprudencia de la Sala de Casación Laboral en manifestar que en esos eventos los intereses se deben imponer desde el momento en que se presenta la ruptura contractual y no a partir del mes 25, entendimiento éste que reiteró en la sentencia SL 13934 de 13 de julio de 2016 radicación Nº 50015…
En tratándose de obligaciones solidarias pasivas, cuando el deudor solidario ha sido demandado por el acreedor, aquel está legitimado para oponer a la demanda todas las excepciones que resulten de la naturaleza de la obligación, y además todas las personales suyas –Art. 1577 del C.C-, entre ellas, los modos de extinguirse las obligaciones enlistadas en el artículo 1625 ibídem.

Así entonces, la defensa de los deudores solidarios representa una unidad tal a la que experimentan en el proceso los litisconsortes necesarios, pues a pesar de que no pertenecen a esta categoría, sí se les podría asimilar a la figura procesal de los litisconsortes cuasinecesarios contemplada en el inciso 3º del artículo 52 del C.P.C. (…)
Dispone el artículo 34 del Código Sustantivo del Trabajo, que frente a los contratistas independientes y las relaciones laborales que surjan en desarrollo del objeto del contrato, los beneficiarios de las obras son solidariamente responsables “con el contratista por el valor de los salarios y de las prestaciones e indemnizaciones a que tengan derecho los trabajadores”, “a menos que se trate de labores extrañas a las actividades normales de su empresa o negocio”. (…)
En lo que corresponde a la solidaridad que se pretende imponer al municipio de Pereira y a la que hacen referencia los recursos formulados por la parte actora y Mebagus S.A., cabe señalar que no por encontrase bajo la administración de dichos entes territoriales las calles en las cuales se realizaron las adecuaciones, puede considerase como dueño de la obra, pues al igual que los demás entes Públicos, las entidades territoriales, ejercen un derecho de dominio solamente respecto a los bienes fiscales y así lo establece el artículo 674 del Código Civil.

En efecto, de acuerdo con esta misma disposición, las vías, carreteras, puentes, parques y caminos, son bienes de uso público, cuyo dominio no tiene titularidad, dado que su uso pertenece a todos los habitantes del territorio y no se puede pregonar el dominio de una persona en particular, aun cuando un ente público esté a cargo de su mantenimiento y conservación.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ 

Pereira, veintiuno de agosto de dos mil diecinueve
Acta número      de 21 de agosto de 2019
Siendo las tres de la tarde (3:00) de la tarde, la Sala de Decisión Laboral No 3º del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira en asocio con su secretario, declaran abierta la audiencia pública de juzgamiento dentro de la que se resolverá la apelación formulada contra la sentencia proferida por el Juzgado Tercero Laboral del Circuito de Pereira el día 29 de enero de 2018, en el proceso que los señores GUSTAVO LARGO GUAPACHA, CARLOS ALBERTO SINISTERRA CÓRDOBA, FERNANDO ANTONIO HENAO CARVAJAL, ELQUIER DE JESÚS CASTAÑO CARDONA, ANGEL MARIA CÓRDOBA FLOREZ, CARLOS AUGUSTO JIMÉNEZ MATALLANA, ALBERTO CÁRDENAS PACHECO, GILDARDO ANTONIO ACEVEDO RIOS, ARIEL TORO AGUIRRE, DIDIER RESTREPO MORALES, CARLOS ALBERTO JARAMILLO ARROYAVE  y HARVER ANTONIO PEÑA TABORDA promueve contra MEGABUS S.A., HERNANDO GRANADA GÓMEZ, CESAR BAENA GARCÍA, CIVAL CONSTRUCCIONES LTDA y el MUNICIPIO DE PEREIRA.

ANTECEDENTES

1- DEMANDA

Aspiran los demandantes que, previa declaración de la existencia de un contrato de trabajo a término indefinido convenido con los integrantes del Consorcio Megavía 2004, le sean reconocidas y pagadas debidamente indexadas acreencias laborales tales como cesantías, intereses a las cesantías, primas, auxilio de transporte, vacaciones e indemnizaciones por despido injusto y moratoria.  

Para sustentar sus peticiones expusieron que luego de que el Consorcio Megavía 2004 suscribiera el contrato Civil No 02 de agosto de 2004 con Megabus S.A., fueron contratados laboralmente por aquel, de manera verbal para prestar servicios en la obra vial que consistía en  la construcción y vigilancia de un tramo del corredor para el sistema de transporte masivo Megabus, comprendido entre la carrera 6ª con calles 12 y 24 y calle 24 entre las carreras 7º y 6º de esta ciudad; que mientras se encontraban cumpliendo con su labor fueron despedidos sin justa causa.
Expusieron que Megabus S.A. es beneficiaria de la obra en la que prestaron sus servicios, dado que según el certificado de existencia y representación tiene a su cargo entre otras actividades, la construcción del sistema integrado de transporte masivo de pasajeros del área metropolitana.  Refieren también, que la malla vial donde se desarrollaron las obras es propiedad del Municipio de Pereira y que las mismas no son ajenas a las funciones del ente territorial.

Indican que las prestaciones, acreencias e indemnizaciones reclamadas en la acción no han sido pagadas por los demandados, a pesar de haber elevado reclamación ante Megabus S.A. y el Municipio de Pereira. 

2- CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA

Los demandados se vincularon a la litis así:

MUNICIPIO DE PEREIRA.

Al contestar la demanda sólo admitió los hechos relacionados con las funciones y objeto social consignado en el certificado de existencia y representación de Megabus S.A., de los demás, dijo que no eran ciertos, no le constaban, o no eran tales. Se opuso a las pretensiones de la demanda y formuló como excepciones las que denominó,  “Falta de legitimación por pasiva”, “Cobro de lo no debido” y “Rompimiento del nexo causal entre el hecho que se le imputa al municipio de Pereira y el daño”. 

MEGABUS S.A.

Al referirse a los hechos de la acción, únicamente aceptó los atinentes a la suscripción del contrato de obra pública No 02 del 12 de agosto de 2004 con el Consorcio Megavía 2004, la interventoría de dicho contrato por parte del Consorcio EPSILON y el contenido del numeral 5.1.1. de su certificado de existencia y representación.  Los demás hechos aseguró no constarles o no ser ciertos.  Se opuso a las pretensiones y formuló excepciones tales como “Falta de competencia-omisión de reclamación administrativa del art. 6º del CPT”, “Ineptitud de la demanda por falta de requisitos formales” y “Prescripción”.  

Finalmente, llamó en garantía a la Compañía Aseguradora de Fianzas S.A. –CONFIANZA-, para que en virtud de la póliza No 16-GU-001441 DE 2004, sea ella quien responda por las acreencias reclamadas en el presente trámite.

CIVAL CONSTRUCTORES, HERNANDO GRANADA GÓMEZ.

Representados por curador ad-litem, no aceptaron los hechos de la demanda, indicando que no le constaban y que debían ser probados. Frente a las pretensiones indicaron que se atenían a lo que quedara demostrado en el proceso, formulando de paso la excepción de Prescripción.  Las pretensiones en contra del señor César Baena García, fueron desistidas por los demandantes.
CONFIANZA S.A.

La llamada en garantía, se pronunció respecto a los hechos de la acción, así como frente a los que fundamentaron el llamamiento en garantía.  Estos últimos, los aceptó, haciendo claridad en lo referente a que su obligación contractual no incluye el pago de todas las acreencias perseguidas por el actor.  Se opuso a las pretensiones de su vinculación y presentó como excepciones las de “Falta de la ocurrencia del siniestro”, “No cobertura de indemnización moratoria ni de intereses moratorios”, “Inexigibilidad del cobro conjunto de indemnización moratoria e indexación” “El trabajador perdió su derecho a la indemnización moratoria pues la demanda fue presentada después de los 24 meses de terminado el vínculo laboral”, “Máximo valor asegurado” y “Genérica”.
3- SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA

Agotadas las etapas previas, luego de analizar la pruebas aportadas al plenario, la funcionaria de primer grado declaró la existencia de un contrato de origen laboral entre los señores Fernando Antonio Henao Carvajal, Alberto Cárdenas Pacheco, Elquier de Jesús Castaño Cardona, Carlos Alberto Jaramillo Arroyave y Ariel Toro Aguirre y Cival Construcciones Ltda y Hernando Granada Gómez.  Consecuente con esa declaración, impuso condenas en su contra y solidariamente a Megabus S.A. por conceptos tales como cesantías, intereses a las cesantías, prima y vacaciones.

En lo que atañe a las indemnizaciones moratoria y por despido injusto, no accedió a tales pretensiones al evidenciar que los actores tardaron más de dos años en formular la acción laboral y no demostraron que fueron despedidos de la obra civil en la que laboraban.
Respecto a los demás demandantes negó las pretensiones de la demanda, al evidenciar que no demostraron la prestación personal del servicio (Ángel María Cardona Flórez y Carlos Augusto Jiménez Matallana) y operar el fenómeno prescriptivo en los procesos adelantados por los señores Gustavo Largo Guapacha, Carlos Alberto Sinisterra Córdoba, Gildardo Antonio Acevedo Ríos, Didier Restrepo Morales y Harvey Antonio Peña Taborda.
4- APELACIÓN

Inconforme con la decisión, la parte actora la impugnó reprochando la actuación del juzgado al declarar probada la excepción de prescripción, cuando es un hecho cierto que se presentó en debida forma y de manera oportuna la reclamación administrativa. 
Hizo notar además, que exigirle el agotamiento de la vía gubernativa para accionar en contra de Megabus S.A. y el municipio convierte a estos, no en terceros, sino en legítimos contradictores, por lo tanto, tiene plena aplicabilidad lo previsto en el artículo 2540 del Código Civil; no obstante reprocha el análisis sesgado de la falladora, en tanto que extiende las consecuencias de la afectación del derecho por el paso del tiempo a todos los demandados, pero no hace lo mismo para el agotamiento de la vía gubernativa, cuando esta se surtió respecto a algunos obligados, interpretación que da al traste con las pretensiones de la demanda y la liquidación de la indemnización moratoria.
Siguiendo con el mismo tema precisa que equivocó la funcionaria de primer grado en la contabilización del término prescriptivo de la sanción moratoria, pues considera que este debe correr a la par con el de la demanda, aunque estima que dicha indemnización no podía ser afectado por este fenómeno toda vez que no fue formulada la excepción de prescripción en este punto específico por parte de los legitimados para hacerlo, por lo tanto, el juzgado no estaba llamado a declarar la prescripción de oficio, mucho menos si en las demandas y sus contestaciones no se ventiló el asunto, pues la misma no opera de pleno derecho.
Refiere sobre el particular, que debió la funcionaria de primer grado analizar la conducta del trabajador antes de limitar la liquidación de indemnización moratoria al pago de intereses moratorios por su supuesta inactividad y falta de diligencia para impetrar la acción laboral; ello, en aplicación del principio de equilibrio normativo entre las partes, pues al empleador se le exonera de esta carga cuando se evidencia que su actuar estuvo revestido de buena fe y en ese mismo sentido se le debe permitir a los demandantes defenderse.
Es así entonces que debió verificarse que la tardanza en iniciar las acciones correspondientes no obedeció al afán de percibir una cuantiosa suma a título de indemnización, sino a las maniobras dilatorias y evasoras de su empleador que cerró las oficinas y se ocultó para no responder los reclamos de sus trabajadores.

En lo que tiene atañe a la restricción de la sanción moratoria a solo dos años, está relacionada con el hecho de que la funcionaria declaró, sin ningún evidencia que los demandantes percibían un salario superior al mínimo legal, cuando la versión de los testigos, en el caso de los señores Fernando Antonio Henao y Ariel Toro Aguirre, da cuenta que éstos recibían como remuneración mensual el salario mínimo mensual.
De otro lado, en lo atinente a la negativa de declarar que los demandantes fueron despedidos sin justa causa, señala que fue desacertado el análisis que sobre el asunto efectúo la a quo  pues la carga de demostrar la justeza del despido recae sobre la parte demandada y en este caso ninguna prueba se aportó en ese sentido.
También muestra inconformidad frente al comportamiento de la parte demandada en tanto que la ausencia, el silencio, la mentira y el actuar negativo fueron conductas que debieron ser observadas por el juzgado para imponer en su contra las sanciones procesales previstas en la legislación; sin embargo, nada se dice al respecto, a pesar de que es evidente su intención de desatender los reclamos de los trabajadores y el llamado de la justicia en cada una de las etapas procesales en las que fueron citados.

En ese mismo sentido, reprocha de Megabus S.A. y el municipio de Pereira, que no brindaron información de los demandantes y tampoco exhibieron la documentación que por ley debía estar en su poder, como soporte para desembolsar dineros públicos.

Reclama también que no hubo pronunciamiento frente a las pretensiones relacionadas con la sanción contemplada en el artículo 64 del C.S.T. por el no reporte oportuno del pago de seguridad social, pues a pesar de que en los hechos de la demanda y su reforma se hizo referencia a la omisión en que incurrieron los empleadores y se solicitó en las pretensiones de la demanda el pago de las prestaciones a que tiene derecho los trabajadores, nada se dijo al respecto.  

En lo que comporta  a la absolución del municipio de Pereira, insiste en que el ente territorial es solidario respecto a las obligaciones a que fueron condenados los integrantes del consorcio Megavía 2004, pues considera que es el referido ente territorial el encargado de garantizar el transporte público, además de ser el titular de la obra, conforme lo conceptuó la Contraloría General de la República, que determinó que en la etapa de construcción del sistema de transporte masivo los municipios están a cargo de los costos de operación, así como los riesgos financieros, coberturas y sobrecostos de la obra.  En igual sentido precisa que dentro de las funciones del municipio está la de construir las vías indispensables para el tránsito de los habitantes y que por ese sólo hecho éste es solidario de las condenas que se impongan a los integrantes del Consorcio Megavía 2004.
Por último reclama la condena en costas que debió ser impuesta a Megabus S.A. por la no prosperidad de las excepciones previas que formuló en contra de sus pretensiones.

El condenado solidariamente interpuso recurso de apelación, el cual sustentó argumentando, en relación con la responsabilidad solidaria impuesta a Megabus S.A., que ésta no tiene como objeto primordial la construcción, sino la administración del sistema integral de trasporte masivo para el área metropolitana y tampoco fue la beneficiaria de la obra, pues las adecuaciones para el tránsito del articulado se realizaron en la malla vial, es decir, sobre un bien de uso público como son las calles, las cuales se encuentran bajo la administración del Municipio de Pereira.

Para fundamentar el recurso, aparte de traer a colación jurisprudencia nacional y la Sala de Descongestión Laboral del Tribunal Superior de Bogotá en donde fue absuelto Megabus S.A. en casos como el actual, señaló que no quedó demostrado que la entidad tenía dentro su planta de personal personas encargadas de la construcción de obras, por lo tanto, mal puede afirmarse que dejó de cumplir con su objeto social y optó por contratar a un tercero, pues en verdad ninguna actividad de esa característica desarrolla.
CONSIDERACIONES

PRESUPUESTOS PROCESALES

En vista de que no se observa nulidad que afecte la actuación y satisfechos como se encuentran los presupuestos procesales de demanda en forma, capacidad procesal y competencia, para resolver la instancia, la Sala se plantea los siguientes:

PROBLEMAS JURÍDICOS

  ¿Operó el fenómeno prescriptivo en este caso?
 ¿Era necesario el agostamiento de la vía gubernativa para iniciar la acción laboral en contra del Municipio de Pereira y Megabus S.A. como obligados solidarios?

¿Qué salario devengaron los demandantes durante el tiempo que prestaron sus servicios a Cival Constructores Ltda, César Baena García y Hernando Granada Gómez?

¿El reconocimiento solo de intereses a título de sanción moratoria por tardar más de 24 meses en iniciar la acción, depende del elemento subjetivo de la buena o mala fe con que hubieran obrado las partes?

Cuándo la acción laboral no es interpuesta dentro de los dos años siguientes a la terminación el vínculo qué consecuencias jurídicas se generan de ello? 
¿Cuáles son las cargas probatorias en los casos de indemnización por despido injusto?

¿Es procedente condenar al Municipio de Pereira solidariamente, frente a las condenas impuestas contratistas que realizaron las obras para poner en funcionamiento el sistema de transporte masivo en la ciudad?

¿Es procedente condenar a Megabus S.A., frente a las condenas impuestas contratistas que realizaron las obras para poner en funcionamiento el sistema de transporte masivo en la ciudad?
Con el propósito de dar solución a los interrogantes en el caso concreto, se considera necesario precisar, los siguientes aspectos:
1. EL FENÓMENO DE LA PRESCRIPCIÓN

El artículo 488 del Código Sustantivo de Trabajo consagra la prescripción trienal de los derechos laborales, contada desde el momento de exigibilidad cada uno de ellos.

A su vez, el artículo 151 del Estatuto Procesal Laboral dispone que "El simple reclamo escrito del trabajador, recibido por el empleador, sobre un derecho o prestación debidamente determinado, interrumpirá la prescripción pero sólo por un lapso igual”.

2. LA SANCIÓN MORATORIA PREVISTA EN EL ARTÍCULO 65 DEL C.S.T.

Prevé el artículo 65 del C.S.T. que si a la terminación del contrato de trabajo, el empleador no cancela al trabajador los salarios y prestaciones debidas, salvo los casos de retención autorizados por la Ley o convenidos por las partes, debe pagarle a título de indemnización, un día de salario por cada día de retardo, hasta por veinticuatro meses o hasta cuando el pago se verifique si el periodo es menor; pero, si transcurridos esos veinticuatro meses contados desde la fecha de terminación del contrato, el trabajador no ha iniciado su reclamación por la vía ordinaria, el empleador deberá cancelar intereses moratorios a la tasa máxima de créditos de libre asignación certificados por la Superintendencia Financiera, a partir de la iniciación del mes veinticinco y hasta cuando el pago se verifique.

Sin embargo, respecto al pago de los intereses moratorios cuando no se haya iniciado la acción ordinaria, ha sido uniforme y reiterada la jurisprudencia de la Sala de Casación Laboral en manifestar que en esos eventos los intereses se deben imponer desde el momento en que se presenta la ruptura contractual y no a partir del mes 25, entendimiento éste que reiteró en la sentencia SL 13934 de 13 de julio de 2016 radicación Nº 50015, en la que concluyó “Pero la reclamación inoportuna (fuera del término ya señalado) comporta para el trabajador la pérdida del derecho a la indemnización moratoria. Sólo le asiste el derecho a los intereses moratorios, contabilizados desde la fecha de la extinción de vínculo jurídico.”.
Dispone también el mismo artículo en el parágrafo 1º del artículo 65 del Código Sustantivo del Trabajo que:

“Para proceder a la terminación del contrato de trabajo establecido en el artículo 64 del Código Sustantivo del Trabajo, el empleador le deberá informar por escrito al trabajador, a la última dirección registrada, dentro de los sesenta (60) días siguientes a la terminación del contrato, el estado de pago de las cotizaciones de Seguridad Social y parafiscalidad sobre los salarios de los últimos tres meses anteriores a la terminación del contrato, adjuntando los comprobantes de pago que los certifiquen. Si el empleador no demuestra el pago de dichas cotizaciones, la terminación del contrato no producirá efecto. Sin embargo, el empleador podrá pagar las cotizaciones durante los sesenta (60) días siguientes, con los intereses de mora”.

De la lectura de  la norma puede inferirse que ésta tiene como propósito garantizar el recaudo efectivo los aportes a la seguridad social y parafiscales y no el reintegro del trabajador por la ineficacia del despido y así lo ha sostenido en varias oportunidades la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia, en providencias No. 35303 de 2009 y 42120 de 2013, cuando señaló: 

“Ahora, el Parágrafo 1° del artículo 29 de la Ley 789 de 2002, que modificó el 65 del C.S.T., no contempla el restablecimiento real y efectivo del contrato de trabajo, tan es así, que la norma consagra el pago posterior de las cotizaciones, dado que su finalidad no es otra que la de garantizar el pago oportuno de los aportes de seguridad social y parafiscales.

(…) 

En ese orden, el bien jurídico protegido es la viabilidad del sistema de seguridad social integral, teniendo especial cuidado en no debilitar al SENA, al ICBF y a las CAJAS DE COMPENSACIÓN y por ello se incluyó en el Parágrafo 1° del artículo 65 del Estatuto Sustantivo del Trabajo, el estado de pago de las cotizaciones por parafiscalidad, por su significación social, lo que descarta que tal protección se encamine a la estabilidad en el empleo, por el contrario, lo consagrado por la norma tiende a la coerción como mecanismo para la viabilidad del sistema, precisamente con lo que podría denominarse como “sanción al moroso”. (Negrillas del texto original de la providencia).
3. OBLIGACIONES SOLIDARIAS 

En tratándose de obligaciones solidarias pasivas, cuando el deudor solidario ha sido demandado por el acreedor, aquel está legitimado para oponer a la demanda todas las excepciones que resulten de la naturaleza de la obligación, y además todas las personales suyas –Art. 1577 del C.C-, entre ellas, los modos de extinguirse las obligaciones enlistadas en el artículo 1625 ibídem.

Así entonces, la defensa de los deudores solidarios representa una unidad tal a la que experimentan en el proceso los litisconsortes necesarios, pues a pesar de que no pertenecen a esta categoría, sí se les podría asimilar a la figura procesal de los litisconsortes cuasinecesarios contemplada en el inciso 3º del artículo 52 del C.P.C., institución que es un híbrido entre aquel y el litisconsorcio facultativo, pero que para el asunto que se está debatiendo, tiene más raíces en el primero, ya que por la naturaleza de las obligaciones solidarias, los triunfos del deudor principal son la victoria del otro, y sus derrotas también.

4. SOLIDARIDAD

Dispone el artículo 34 del Código Sustantivo del Trabajo, que frente a los contratistas independientes y las relaciones laborales que surjan en desarrollo del objeto del contrato, los beneficiarios de las obras son solidariamente responsables “con el contratista por el valor de los salarios y de las prestaciones e indemnizaciones a que tengan derecho los trabajadores”, “a menos que se trate de labores extrañas a las actividades normales de su empresa o negocio”.

5. LOS EXTREMOS DE LA RELACIÓN LABORAL

Para efectos de poder determinar los derechos que le asisten al trabajador que asegura haber tenido una relación laboral, es indispensable contar con los extremos en que se llevó a cabo la prestación de los servicios subordinados, porque sin ellos resulta imposible proferir las condenas solicitadas, en la medida en que no le es dable a los jueces laborales hacer liquidaciones de prestaciones sociales partiendo de simples supuestos, carentes de respaldo probatorio. En este sentido, no pueden olvidar los litigantes que toda decisión judicial debe fundarse en las pruebas regular y oportunamente allegadas al proceso.

Ahora bien, el hecho de que no se puedan establecer los extremos laborales alegados en el libelo introductor, no significa que una vez declarada la existencia del contrato de trabajo, el juzgado no pueda hacer uso de esos mismos instrumentos probatorios para determinar con claridad, por lo menos algún periodo en que con certeza se precise que el trabajador prestó sus servicios, para de conformidad con éste, efectuar las liquidaciones que en derecho corresponda.

La Sala de Casación Laboral en una de sus providencias
, instó a los operadores judiciales a esclarecer los elementos necesarios para hacer efectivos los derechos declarados, en los siguientes términos:

“Pues bien, previamente a verificar si el fallador de alzada cometió algún yerro fáctico o jurídico, conviene precisar, que los jueces deben procurar desentrañar de los medios probatorios o de la actuación surtida, los elementos indispensables para poder calcular los derechos laborales o sociales que le correspondan al trabajador demandante.

Aun cuando se ha adoctrinado por esta Sala, que quien pretenda o demande un derecho, está obligado a probar los hechos que lo gestan o en los que se funda, también se ha de considerar, que el Juez está en el deber de estimar el haz probatorio, buscando siempre no quedarse en la sola determinación del derecho, sino hacerlo efectivo con la correspondiente liquidación de las acreencias a que haya lugar, observando celosamente los presupuestos y parámetros legales o convencionales para llevar a cabo las respectivas operaciones matemáticas y fijar cuantías, a efectos de evitar una decisión sin la concreción de condenas.

De ahí que, en los eventos donde esté evidenciado el derecho, el sentenciador debe siempre procurar establecer su quantum, sin ir a caer en exigencias extravagantes, bien de datos, factores, fórmulas o circunstancias que impidan extraer los valores a pagar, máxime cuando en el plenario obren los componentes para el cálculo de los pretensiones demandadas, pues de actuarse de esa manera, no se cumpliría con una adecuada administración de justicia.

Por ello al dispensador del derecho se le atribuye como misión ineludible interpretar los actos procesales y en general todo la actuación, no solo para poder aplicar con acierto las disposiciones legales y constitucionales que regulen la materia puesta a su consideración, en búsqueda de una solución justa, sino para realizar las cuentas que lleven a concretar la declaración del derecho sustancial, evitando así sacrificar el mismo”.

6. PRUEBA INDICIARIA
Si bien en ocasiones no aparece en el expediente la prueba precisa de hechos determinantes para la liquidación de los diferentes derechos laborales, por medio de inferencias lógicas es posible concretar los elementos necesarios para determinar derechos de los trabajadores. En este sentido la Sala de Casación Laboral en sentencia de 9 de agosto de 2011, radicación 35937 con ponencia del doctor Carlos Ernesto Molina Monsalve, resaltó el uso de la prueba indiciaria como mecanismo válido para fijar los extremos de un contrato de trabajo. En el aparte pertinente del fallo se lee:

“Igualmente en este puntual aspecto, importa decir, que vista la motivación de la sentencia impugnada, el ad quem, al estimar que la prueba testimonial no acreditaba el extremo inicial alegado por la parte actora, y que no había otra prueba contundente con que se pudiera fulminar, concluyó que debía tomarse como fecha de iniciación de labores del señor FERMÍN FLÓREZ (q.e.p.d.) el “8 de febrero de 2005”. Para ello partió de un <hecho conocido>-la fecha de suscripción e iniciación de la ejecución del contrato de arrendamiento de la maquinaria (motoniveladora que iba a manejar el causante) para el arreglo de la vía carreteable para acceder al pozo petrolero, que se desprende de los documentos contractuales allegados, y de allí infirió en “sana lógica y jurídica” la existencia de un <hecho controvertido>-relativo al día en que se comenzó a prestar el servicio-, lo que se traduce a que dicho Juzgador de segundo grado arribó a su convencimiento a través de la prueba indiciaria, entendiéndose por indicio “un hecho del cual se infiere lógicamente la existencia de otro hecho, o en definición más compleja, es un juicio lógico mediante el cual se aplica una regla de experiencia a un hecho conocido para llegar a otro desconocido” (Sentencia del 8 de agosto de 2007 radicado 29684), lo cual no es posible examinar en casación por no ser los indicios prueba calificada para demostrar un error de hecho, a la luz de la restricción prevista en el artículo 7° de la ley 16 de 1969.”

 7. CASO CONCRETO

Sea lo primero advertir, que ningún reparo mereció por cuenta de la parte actora el análisis fáctico y probatorio que de los procesos adelantados por los señores Carlos Augusto Jiménez Matallana y Ángel María Cardona Flórez hizo la funcionaria de primer grado; no obstante, como quiera que la sentencia fue totalmente adversa a sus pretensiones,  debe ser atendido el grado jurisdiccional de consulta, carga de la cual se ocupará la Sala antes de resolver los recursos formulados por la parte actora y Megabus S.A.

El primero, pese a anotar en su demanda que laboró al servicio del Consorcio Megavía 2004 en la construcción de un tramo de la vía por donde circularía el sistema de trasporte masivo, entre el 12 de agosto de 2004 y marzo de 2005, tal como lo analizó la operadora judicial,  ninguna prueba aportó al plenario que confirmara esa información, dado que quienes fueron citados para rendir declaración no comparecieron a la audiencia en la que serían escuchados y en la prueba documental, consistente en la certificación por parte del desaparecido Instituto de Seguros Sociales del personal afiliado a esa entidad por parte del Consorcio Megavía 2004, no aparece registrado su nombre. 
En ese sentido, acertada estuvo la decisión de primer grado en negar las pretensiones de la demanda formuladas por el referido actor, pues no cumplió con la carga probatoria que le incumbía.

Con relación al señor Cardona Flórez, se observa que en el libelo inicial afirmó laborar al servicio del Consorcio Megavía 2004, integrado por César Baena García, Hernando Granada Gómez y Cival Constructores Ltda, en el periodo comprendido entre el 12 de agosto de 2004 y el 6 de marzo de 2005, realizando oficios varios.  Para dar crédito a esta afirmación, contrario a lo sostenido por la a quo en su providencia, trajo a declarar al señor José Dimas Correa Valle –fls 485 y 486-.

Dicho testigo informó al juzgado que fue compañero de labores del señor Cardona Florez en la construcción del corredor vial para el sistema integrado de trasporte masivo al servicio de Megavía; que fungió como su superior jerárquico pues él –el testigo- era oficial de obra y el actor su ayudante y ambos hacían parte de la misma cuadrilla a cargo de maestro José Rengifo, también al servicio del citado Consorcio; que se reunían en la oficina de la 24 todas las mañanas para recibir instrucciones de la labor a desarrollar diariamente.  Informó además que para el momento en que ingresó a trabajar, esto es el 12 de septiembre de 2004, Ángel María ya estaba trabajando allí y que ambos fueron despedidos el mismo día, como al inicio de la primer quincena de marzo de 2005, bajo la excusa de que no había más trabajo, cuando era un hecho cierto que las labores en el tramo de la carretera no habían concluido.  
Como remuneración mensual adujo que el actor percibía el salario mínimo legal mensual vigente más las horas extras, pero que éstas no eran debidamente remuneradas, pues era eventual su pago, sin lograr determinar a cuando ascendía el trabajo realizado en jornada suplementaria por parte del señor Cardona Flórez.
Como puede observarse, el testigo brindó detalles precisos de la labor que desarrolló el demandante al servicio de quienes integraron el Consorcio Megavía 2004, que no son otras que las propias de los trabajadores de la construcción de las cuales presenció, pues desarrolló esa labor en el igual tramo y con el mismo jefe inmediato, situaciones todas estas que llevan a concluir que en efecto, entre el señor Ángel María Cardona Flórez y Hernando Granada Gómez y Cival Construcciones Ltda, existió un contrato de trabajo, por lo que el ordinal primero de la sentencia de primer grado será adicionada en ese sentido.
En lo que toca a los extremos de la litis, se tiene que el testigo solo pudo constar la presencia del actor en las obras del corredor vial del sistema de transporte masivo el día en que inició laborales, este es el 12 septiembre de 2004, por lo tanto será ésta la data del hito inicial de la relación laboral,  a pesar de que se tiene noticia que el demandante estaba allí con antelación.  Como hito final, se tendrá el 1º de marzo de 2005, en tanto que el deponente informó que fueron despedidos a comienzos de la primera quincena de marzo de 2015, lo que indica, de acuerdo con la jurisprudencia que sobre el asunto se citó en precedencia, por lo menos un día de ese ciclo laboró al servicio del citado consorcio.

En ese orden de ideas, dado que Hernando Granada Gómez y Cival Construcciones Ltda, representados por Curadora ad-litem, ninguna prueba trajeron al plenario del cumplimiento de las obligaciones como empleadores, tiene este derecho al reconocimiento de las acreencias reclamadas; sin embargo, antes de proceder con la liquidación, se analizará en el título siguiente la afectación del fenómeno prescriptivo sobre sus derechos laborales.
Definido lo anterior, procede la Sala a resolver el recurso de apelación formulado por la parte actora abordando primero los reparos que presenta respecto a los procesos de los señores Gustavo Largo Guapacha, Carlos Alberto Sinisterra Córdoba, Gildardo Antonio Acevedo Ríos, Didier Restrepo Morales y Harvey Antonio Acevedo Taborda.
a) EXISTENCIA DEL CONTRATO DE TRABAJO Y LA EXCEPCIÓN DE PRESCRIPCIÓN.

La a quo al analizar las pruebas documentales y testimoniales adosadas al plenario, determinó que los recurrentes, en efecto prestaron sus servicios al Consorcio Megavía 2004; sin embargo declaró probada la excepción de prescripción respecto de todos aquéllos derechos laborales derivados de la relación laboral que se originó entre estos 5 trabajadores y los integrantes del citado consorcio.

En relación con este punto, observa la Sala que la parte actora confunde dos actos extraprocesales que tiene consecuencias diversas, como son: la reclamación administrativa y el reclamo escrito al empleador, el primero es un requisito de procedibilidad de la demanda que se pretende adelantar contra entidades públicas, mientras que el último busca interrumpir el fenómeno prescriptivo que opera en contra de los derechos derivados del contrato de trabajo.

Ciertamente, para accionar en contra del municipio de Pereira y de Megabus S.A. bien como empleadores o como deudores solidarios, necesariamente debía agotarse la reclamación administrativa prevista en el artículo 6º del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social, tema este ya definido en este proceso por la Sala Laboral de Descongestión de Bogotá, en providencia de fecha 18 de julio de 2014 –fls 378 a 389- que se dio lectura en esta Corporación el día 3 de octubre de 2014 –fl 430-, y en la cual se desvinculó a Megabus S.A. de los procesos adelantados por Gustavo Largo Guapacha, Ángel María Cardona Flórez y Carlos Alberto Sinisterra Córdoba, por no haberse agotado la reclamación administrativa; los demás procesos continuaron con la presencia de la citada sociedad. 
Ahora, si bien la reclamación administrativa cumple una doble función en tanto que en ella confluyen la satisfacción del requisito de procedibilidad y la interrupción de la prescripción, es claro que cuando la calidad de empleador se reclama de una persona natural o una empresa del sector privado, el agotamiento de la vía gubernativa no es indispensable para adelantar la acción, quedando al arbitrio del actor reclamar al empleador para interrumpir el fenómeno prescriptivo, o iniciar en tiempo la acción ordinaria, para evitar su ocurrencia.
En la sentencia recurrida, la juez determinó como extremos de la litis para los casos analizados, sin reparo alguno de la parte actora,  los siguientes:

Gustavo Largo Guapacha, laboró al servicio del Consorcio Megavía entre el 23 y el 29 de noviembre de 2004.
Carlos Alberto Sinisterra Córdoba, trabajó para ese mismo grupo entre el 29 de octubre y 17 de diciembre de 2004.
Gildardo Antonio Acevedo Ríos, prestó sus servicios al citado consorcio el 19 y 20 de octubre de 2004.
Harvey Antonio Acevedo Taborda laboró con la agrupación demandada entre el 2º de noviembre y el 1º de diciembre de 2004.
En los procesos presentados por estos trabajadores no obra el reclamo escrito a los integrantes del Consorcio Megavía 2004, al que hace alusión el artículo 151 del C.S.T., por lo tanto, estaban llamados a acudir ante el juez laboral antes de que se cumpliera el extremo final de la prescripción en el año 2007; sin embargo todos ellos demandaron en enero de 2008.

Así las cosas, al haber sido formulada la excepción de prescripción por parte de los varios curadores ad –litem designados para representar a Cival Construcciones Ltda, a Hernando Granada Gómez y César Baena, no quedaba más que declarar probado ese medio exceptivo, en tanto que el paso del tiempo afectó las acreencias y prestaciones reclamadas con la presente acción.
Tal declaratoria necesariamente beneficia al ente territorial demandado y a Megabus S.A., pues frente a ellos se pretende, apelando a la figura de la solidaridad prevista en el artículo 34 del C.S.T., hacerles extensivas las condenas impuestas a los integrantes del Consorcio Megavía 2004, de quienes se pregona la calidad de empleadores, y, si a tales condenas no hay lugar, ninguna obligación puede trasladarse a los codemandados.  Lo anterior sin perjuicio del análisis que más adelante se haga respecto a la tema de la calidad de solidarios responsables que se les imputa.

No sobra recordar que en los casos de los señores Ángel María Cardona Flórez, Gustavo Largo Guapacha y Carlos Alberto Sinisterra Córdoba, Megabus S.A. fue desvinculado, por lo tanto no conforma la parte pasiva de la acción.

Respecto al señor Didier Restrepo Morales, se tiene que según la sentencia de primer grado y que no tuvo reparo de las partes en conflicto, él trabajó para el Consorcio Megavía entre el 19 de octubre y el 1º de diciembre de 2004.  Ahora bien, frente a este trabajador, ninguno de los demandados formuló la excepción de prescripción, por lo tanto corresponde liquidar las prestaciones sociales reclamadas, teniendo como salario básico el mínimo legal mensual de ese año  -$358.000-, toda vez que los testigos recibidos por su cuenta –Gustavo Largo Guapacha y Harvey Antonio Peña Taborda-, no dieron cuenta que éste percibió la suma de $436.000 quincenales a que hace alusión en la demanda y por el contrario afirmaron que percibía el salario mínimo legal mensual vigente.

Procede entonces la Sala a realizar la liquidación que corresponde a los 43 días laborados en el año 2004, sin que sea posible dar aplicación a los artículos 309 a 313  del Código Sustantivo del Trabajo, toda vez que tanto la demanda, como la reclamación elevada a Megabus S.A. y los testigos antes referidos dan cuenta que el señor José Didier Restrepo Morales era vigilante en las obras de construcción del corredor vial del sistema de transporte masivo.   El cálculo correspondiente es como sigue:
Salario mínimo del año 2004: $358.000

Auxilio de transporte: $41.300

Base para liquidar prestaciones: $399.300

Cesantías: $47.694
Intereses a las cesantías: $5.723
Prima de Servicios: $47.694
Vacaciones: $23.847
Auxilio de Transporte: $59.196
Total prestaciones a favor del señor Didier Restrepo Morales $184.154
Es del caso notar que ninguna declaración respecto a estos demandantes hizo la  a quo en la sentencia de primer grado, pues si en efecto, encontró acreditada la existencia de un contrato de trabajo debió así anotarlo en ordinal respectivo, para así entender que la declaratoria de prescripción contenida en el ordinal noveno era la consecuencia procesal respecto a dichos procesos; sin embargo como nada se dijo, habrán de modificarse los ordinales primero y segundo de la sentencia recurrida.
En lo tocante al señor Ángel María Cardona Flórez, como se anotó en precedencia, laboró entre el 12 de agosto de 2004 y el 1º de marzo de 2005, en labores de la construcción, percibiendo como remuneración mensual el salario mínimo legal mensual vigente asignado para estas anualidades.  No presentó reclamo escrito a los integrantes del Consorcio Megavía 2004 y formuló demanda laboral el día 16 de enero de 2008, lo que indica que las prestaciones y acreencias causadas con anterioridad a esta data de 2005, se encuentran prescritas.
En ese orden de ideas, queda por liquidar a favor de Cardona López, las prestaciones de conformidad con lo dispuesto en el artículo 310 de C.S.T. 

Salario mínimo del año 2005: $381.500

Auxilio de transporte: $44.500

Base para liquidar prestaciones: $426.000

Cesantías: a razón de 3 días de salario por cada mes completo de trabajo, arroja un total de $65.320 (4.6 días)

Intereses a las cesantías: $6.532

Prima de Servicios: $54.433

Vacaciones: $27.216

Auxilio de Transporte: $68.233

Total prestaciones a favor del señor Ángel María Cardona  $221.734
Ahora, procederá la Sala a analizar el recurso formulado por los señores Fernando Antonio Henao Carvajal, Alberto Cárdenas Pacheco, Elquier de Jesús Castaño Cardona, Carlos Alberto Jaramillo Arroyave y Ariel Toro Aguirre.

b) SANCIÓN MORATORIA

Respecto a la suerte de prescripción que afirma la parte actora declaró de oficio la funcionaria de primer grado al limitar la sanción moratoria a los intereses legales previstos en el artículo 65 del Código Sustantivo de Trabajo, observa la Sala que es equivocado el análisis realizado por la parte actora,  toda vez que esa disposición previene al trabajador cuyos derechos laborales considera insatisfechos, que debe acudir a la justicia laboral, dentro de los dos años siguientes a la terminación del vínculo laboral, para que puede reclamar a su favor la indemnización moratoria, consistente en el pago de un día de salario por cada día de retardo en el pago.
En ese entendido, es claro que la consecuencia procesal de la inactividad del trabajador se encuentra prevista en la norma y no requiere ser alega por la contraparte, pues basta revisar la fecha de terminación del vínculo laboral, con la data de presentación de la demanda, para que el operador judicial proceda a ordenar el pago de la indemnización moratoria conforme la citada disposición.

Vale aclarar que el anterior análisis es propio para los trabajadores que perciben como remuneración mensual, una suma superior al salario mínimo, pues para los demás, no existe esa limitación, conforme lo establece el parágrafo 2º de la citada disposición.

Es así entonces, que habiendo determinado la funcionaria de primer grado que los señores Fernando Antonio Henao Carvajal, Jesús Castaño Cardona, Carlos Alberto Jaramillo Arroyave y Ariel Toro Aguirre percibían el salario mínimo legal, bien por cuenta de la prueba testimonial ó bien por disposición del artículo 145 del CST sin que ninguno de los demandados haya estado inconforme con tal conclusión, el único análisis que ameritaba el asunto era establecer si el obrar del empleador no estuvo revestido de buena fe, para despachar favorablemente la pretensión, con independencia del hecho de que los trabajadores tardaron más de dos años para impetrar la acción.
En ese orden de ideas, como quiera que el estudio del tema de la actuación de los integrantes del Consorcio Megavía 2004, no mereció reparo de la parte pasiva de la acción, lo que corresponde entonces es confirmar la imposición de la citada indemnización, precisando que la misma correrá a partir de la data en que finalizó cada uno de los contratos de trabajo de los referidos demandantes, hasta que se haga efectivo el pago, a razón de un día de salario por cada día de mora.
Igual suerte correrán los casos de los señores  Didier Restrepo Morales y Angel María Cardona Florez, de quienes se determinó en esta Sede que tenían la calidad de trabajadores del Consorcio Megavía 2004, integrada por Cival Constructores Ltda, Hernando Granada Gómez y César Baena –desistido- personas jurídica y natural que no sólo no comparecieron a juicio para esgrimir las razones por las cuales no cancelaron a cada uno de sus trabajadores las prestaciones sociales al finalizar los vínculos, tampoco fueron favorecidas en este aspecto por las pruebas recogidas que dieran cuenta de la buena fe que tuviera en su actuar.  Por el contrario los testigos Harvey Antonio Peña Taborda y José Dimas Correa Vallejo ratificaron que la empresa sencillamente despareció omitiendo el pago a sus trabajadores a pesar de sus reclamos.
Como puede observarse, contrario a lo manifestado por los promotores de la acción en su recurso, la inactividad y la postura negativa adoptada por el empleador en este asunto, fue determinante para imponer en su contra las sanciones previstas por la legislación laboral frente a omisión de las obligaciones obrero-patronales.  
En el anterior orden de ideas, el ordinal tercero de la sentencia impugnada será modificado para disponer que la sanción moratoria en contra de Cival Constructores y Hernando Granada Gómez correrá a razón de $12.716 diarios, hasta la fecha que se haga efectivo el pago de las prestaciones sociales, a partir de la siguientes fechas:

Fernando Antonio Henao Carvajal: 5 de noviembre de 2005.
Alberto Cárdenas Pacheco: 28 de enero de 2005

Elquier de Jesús Castaño Cardona: 28 de febrero de 2005

Carlos Alberto Jaramillo Arroyave: 10 de febrero de 2005 

Ariel Toro Aguirre: 31 de enero de 2005

Ángel María Cardona Flórez:  2º de marzo de 2005.

Para el caso del señor Didier Restrepo Morales, deberá cancelarse la suma de $11.933 diarios desde el 1º de diciembre de 2004.
c) DE LA TERMINACIÓN DEL CONTRATO EN LOS TÉRMINOS DEL PARÁGRAFO 1º DEL ARTÍCULO 65 DEL CST.

Reclaman la parte actora que a pesar de haber solicitado en su demanda la aplicación de las consecuencias previstas en la citada norma respecto a la falta de comunicación del estado de las cotizaciones de seguridad social y parafiscalidad sobre los salarios de los últimos tres meses anteriores a la terminación del contrato de trabajo, nada dijo el Juzgado en la sentencia recurrida con relación a este pedimento.
Revisadas cada una de las demandas que fueron acumuladas al presente proceso, en ninguna se advierte formulada esta pretensión, amén de que no medió reforma de la demanda en ese sentido, en razón de la cual no cabe pronunciamiento de la Sala sobre este punto.
d) INDEMNIZACIÓN POR DESPIDO INJUSTO

Cuestiona la parte actora el análisis realizado por la funcionaria de primer grado para negar el reconocimiento de la indemnización por despido injusto, dado que señaló que ninguna prueba obraba en el plenario que acreditara que la decisión de terminar el vínculo laboral derivó del empleador, carga probatoria que les incumbía y de la que no se ocuparon, de allí que no fuera posible imponer condena alguna por ese concepto a los integrantes del mencionado consorcio.

En efecto, tal como lo señaló la a quo debían demostrar que se produjo el despido por parte de los integrantes del Consorcio Megavía 2004 para que se invirtiera la carga de la prueba y así correspondiera al empleador demostrar la justeza del mismo.

Para corroborar los hechos relacionados con el despido los demandantes, no aportaron prueba documental y tampoco lograron la confesión por parte Cival Constructores Ltada, César Baena García y Hernando Granada Gómez, pues estos estaban representados por curador ad litem.  Respecto a la prueba testimonial, esto dijeron las personas que rindieron declaración en la respectiva audiencia:

Los señores Ovidio Patiño Tapiero y Mauro Antonio Pulgarin Agudelo, llamados por el señor Ariel Toro Aguirre, fueron compañeros de trabajo de éste último, sin embargo, el primero nada dijo respecto a este tema puntual y el segundo aunque hizo referencia al hecho de que el Consorcio Megavía 2004 hacía continuamente recorte de personal, sólo tuvo conocimiento por terceros que el demandante salió de la obra, encontrándose eventualmente con éste en la reuniones que hacía el abogado que los representa en este asunto.

Respecto al señor Elquier de Jesús Castaño, se recibió el testimonio del señor Lindo Mar Marín López, compañero de labores en varios tramos del corredor vial del sistema integrado de transporte masivo, quien afirmó que fue el mismo demandante quien le contó que había salido de la obra, perdiendo el contacto con él después de ese momento.
Por cuenta del señor Didier Restrepo Morales se recibieron las declaraciones de Gustavo Largo Guapacha y Harvey Antonio Peña Taborda, el primero refirió que el mismo actor le contó que lo habían sacado y el segunda nada refirió frente a las razones que dieron lugar a que dejara de prestar sus servicios al Consorcio Megavía 2004 y las circunstancias de tiempo modo y lugar en que ello se produjo.
En lo que atañe al señor Fernando Antonio Henao, los señores Edgar Jiménez Méndez y Faverney Valencia Restrepo nada pudieron aportar al plenario que permitiera concluir que el promotor de la litis fue despedido por los integrantes del consorcio Megavía 2004, pues manifestaron haberse desvinculado de la obra antes que aquél.
Igual situación aconteció en el caso de Carlos Alberto Jaramillo, cuyo único testigo, José Antonio Melchor Lengua, en nada ayudó al debate, pues cuando dejó de laborar, el primero continuó prestando sus servicios y desde ese momento no lo volvió a ver.
De acuerdo con el recuento anterior, se percibe que ninguno de los demandantes antes referidos, logró demostrar que la terminación de su contrato de trabajo hubiese sido una decisión tomada por quienes integraban el Consorcio Megavía 2004, pues quienes dieron su versión en este proceso no tenían ningún conocimiento del hecho y quienes manifestaron tenerlo, no obtuvieron la información de manera directa.
Pese a lo anterior, los señores Alberto Cárdenas Pacheco y Ángel María Cardona Flórez, corrieron con otra suerte, pues contrario a lo afirmado por la funcionaria de primer grado, en cuanto a que por su cuenta no fue recolectada prueba testimonial, se tiene que a folio 486 del cuaderno No 2º obra la grabación de la audiencia realizada el día 25 de abril de 2016 en la que se recibieron los testimonios de los señores Jesús Ángel Idrobo Alvear y Jhon Edison Londoño Vallejo quienes declararon respecto al señor Cárdenas Pacheco y José Dimas Correa Vallejo, por cuenta de Cardona Flórez. 
El primer declarante anotado refirió no tener conocimiento de los detalles en que se produjo la terminación del vínculo, ni haber presenciado dicho momento y que fue sólo con ocasión a que notó la ausencia del demandante en la obra que indagó por él, obteniendo como información que fue retirado, dato que fue corroborado por el propio trabajador días después.  
El segundo testigo por su parte dio a conocer la forma en que los integrantes del Consorcio Megavía 2004 finiquitaban el contrato de trabajo precisando que “ponían un cartel donde decía las personas que salían pero sin aviso de nada…llegaba el sábado y usted iba y miraba la cartelera y si estaba se tenía que retirar porque no había más trabajo”, afirmando de paso que el vio el cartel el día que fue publicado el nombre del demandante, pero no recordó la fecha en que se presentó este hecho.
Evidenciando entonces que ésa declaración permite constatar que en efecto el actor fue despedido por quienes integraron el Consorcio Megavía 2004, en tanto que apareció su nombre publicado en la lista que daba cuenta de qué trabajadores no continuaban prestando el servicio, se procederá a liquidar la indemnización por despido injusto que por 5 días laborados, con el salario mínimo como remuneración para el año 2005 se obtiene un total de $381.500, de conformidad con lo previsto en el numeral 1º del literal a) del artículo 64 del CST. 
Igual condena se debe fulminar a favor del señor Ángel María Cardona Flórez, pues como quedó reseñado al momento de resolver la consulta a su favor, se analizó la declaración del señor José Dimas Correa Vallejo, quien manifestó al juzgado que el mismo día fueron informados tanto él como el demandante que no había más trabajo para ellos, a pesar de que las obras continuaban, simplemente aparecieron en el listado de las personas que no prestarían más el servicio en vía.

De acuerdo con lo anterior, el ordinal TERCERO de la sentencia recurrida será adicionado para ordenar el pago a favor de los señores Cárdenas Pacheco y Cardona Flórez de la indemnización por despido injusto.
e) Condena en costas por no resultar prosperas las excepciones formuladas por Megabus S.A.

Sea lo primero advertir que el reproche en este aspecto puntual que hacen los demandantes a la sentencia de primer grado resulta desenfocada e inoportuna por demás, pues no es la decisión que pone fin a la instancia que debió abordar el asunto, sino aquélla en la que se resolvieron las excepciones previas, momento en el cual, frente a la no prosperidad debió el demandante exigir la condena en costas establecida en la audiencia en la que se resolvieron, como efectivamente se hizo –fl 343 a 345-, pero que no tuvo eco en el juzgado de conocimiento –fls 323 y ss-  como tampoco en la Sala de Descongestión Laboral del Tribunal de Bogotá –fl 378 a 389-, al estimar que la condena en costas a quien le resuelven desfavorablemente las excepciones previas formuladas, nació a la vida jurídica con la expedición de la Ley 1395 de 2010, momento para el cual ya habían sido formulados los medios exceptivos por parte de Megabus S.A.
Insistir sobre un tema ya debatido no resulta del caso, pues sobre el mismo ya operó la cosa juzgada.

f) SOLIDARIDAD DE MEGABUS S.A. Y EL MUNICIPIO DE PEREIRA
Ahora, respecto a la figura de la solidaridad por medio de la cual, se dispuso la solidaridad de Megabus S.A., deben hacerse la Sala las siguientes precisiones:

a. Mediante escritura pública No 1994 visible a folios 119 a 142, se constituyó la Sociedad Megabus S.A. con la participación del municipio de Pereira en un 54.998%, el  municipio de Dosquebradas 40%, el Área Metropolitana Centro Occidente 5%, el Aeropuerto Matecaña de Pereira 0,0001%, el Instituto Municipal de Tránsito y Transporte de Pereira 0,00001%.

b. El objeto social de dicha sociedad es “Ejercer la titularidad sobre el sistema integrado de transporte masivo de pasajeros del área metropolitana del centro occidente, que servirá a los municipios de Pereira, La Virginia y Dosquebradas y sus respectivas áreas de influencia.” –fls 29 y vto-

c. En desarrollo de ese objeto social, Megabús S.A. podrá realizar las siguientes funciones: “La ejecución, directa o a través de terceros, de todas las actividades previas, concomitantes y posteriores, para construir, operar y mantener el sistema integrado de transporte masivo (…)  La construcción y puesta en funcionamiento del sistema integrado de transporte masivo comprenderá el diseño operacional y la planeación del mismo y todas la obras principales y accesorias necesarias para la administración y operación eficaz y eficiente del Servicio de Trasporte Masivo (…) y la construcción y adecuación de todas aquellas zonas definidas como componentes del sistema integrado de transporte masivo, las cuales podrá realizar directa o a través de terceros. (…) 

De acuerdo con lo expuesto, resulta claro que desde la concepción de la sociedad Megabus S.A. le fue encomendado el desarrollo de las actividades necesarias para la implementación del sistema integrado de trasporte masivo para el área metropolitana -Pereira, La Virginia y Dosquebradas-, incluida la construcción de las obras necesarias para el funcionamiento eficaz de Megabus, actividad para la que, entre otros, contrató al Consorcio Megavía 2004, según el contrato de obra pública No 02 de 2005  y sus respectivas prórrogas –fls 169 y ss-.

Por lo tanto, no puede alegarse en esta instancia procesal que el objeto social de Megabus S.A. es diferente al ejecutado por el Consorcio Megavía S.A.,  pues así se sostenga que en la actualidad no existe en la planta de personal quien realice las funciones de los demandantes, es evidente que al encontrarse culminadas las obras del corredor vial que se requerían para el desplazamiento de los articulados, ningún tipo de actividades relacionadas con la construcción del mismo se puedan estar ejecutando hoy día, máxime si se tiene en cuenta que la sociedad optó por contratar civilmente con terceros la adecuación de las vías del área metropolitana con el fin de poner en funcionamiento el sistema de trasporte masivo. 

En síntesis, si el objeto de MEGABUS S.A. consiste en “Ejercer la titularidad sobre el sistema integrado de transporte masivo de pasajeros” para poner en funcionamiento el cual se requiere, además de la construcción, la adecuación de vías y obras complementarias, sin las cuales resulta imposible la circulación de los articulados, no se concibe que tales labores puedan ser consideradas como ajenas al objeto social. Siendo del caso y de manera adicional recordar que, el mismo MEGABUS S.A., al contestar la demanda, se encargó de hacer notar que su composición accionaria, en un 99,99%, proviene de los municipios por los que se desplazan los buses, quienes precisamente crearon la entidad con la asignación de las funciones inherentes a la puesta en marcha y administración de este sistema de transporte.   

Es por lo anterior, que ningún reproche merece el análisis realizado por la funcionaria de primera instancia respecto a la solidaridad que le atañe a Megabus S.A. respecto a las condenas que le fueron impuestas a los integrantes del consorcio Megavía 2004.
En lo que corresponde a la solidaridad que se pretende imponer al municipio de Pereira y a la que hacen referencia los recursos formulados por la parte actora y Mebagus S.A., cabe señalar que no por encontrase bajo la administración de dichos entes territoriales las calles en las cuales se realizaron las adecuaciones, puede considerase como dueño de la obra, pues al igual que los demás entes Públicos, las entidades territoriales, ejercen un derecho de dominio solamente respecto a los bienes fiscales y así lo establece el artículo 674 del Código Civil.
En efecto, de acuerdo con esta misma disposición, las vías, carreteras, puentes, parques y caminos, son bienes de uso público, cuyo dominio no tiene titularidad, dado que su uso pertenece a todos los habitantes del territorio y no se puede pregonar el dominio de una persona en particular, aun cuando un ente público esté a cargo de su mantenimiento y conservación.

Ahora, si el asunto se circunscribe a que el municipio de Pereira es el beneficiario de la obra por esa misma razón, sería del caso reconocer, que siendo dicho ente territorial accionista mayoritario de Megabus S.A. y habiéndolo creado precisamente para estos efectos, no puede recaer sobre el ente territorial condena por este mismo concepto, por lo tanto, ninguna modificación sufrirá la decisión de primer grado en ese aspecto.
Costas de primera instancia serán modificadas imponerlas también a Hernando Granada Gómez y  Cival Constructores Ltda a favor de Didier Restrepo Morales y  Ángel María Cardona Flórez.  Igualmente será condenado Megabus S.A. en costas a favor Restrepo Morales.

Costas de segundo grado a cargo de Megabus S.A. en un 100% y a favor de los señores Fernando Antonio Henao Carvajal, Alberto Cárdenas Pacheco, Elquier de Jesús Castaño Cardona, Carlos Alberto Jaramillo Arroyave, Ariel Toro Aguirre y Didier Restrepo Morales. 
A favor de Hernando Granada Gómez y Cival Construcciones Ltda se condena en costas en un 100% a los señores Gustavo Largo Guapacha, Carlos Alberto Sinisterra Córdoba, Gildardo Antonio Acevedo Ríos y Harvey Antonio Acevedo Taborda.  Los dos últimos también deberán pagar costa a favor de Megabus S.A. 

A favor del municipio de Pereira, las costas corren por cuenta de Gustavo Largo Guapacha, Carlos Alberto Sinisterra Córdoba, Gildardo Antonio Acevedo Ríos, Harvey Antonio Acevedo Taborda, Fernando Antonio Henao Carvajal, Alberto Cárdenas Pacheco, Elquier de Jesús Castaño Cardona, Carlos Alberto Jaramillo Arroyave, Ariel Toro Aguirre, y Didier Restrepo Morales.

En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión No 3º Laboral del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley,

RESUELVE

PRIMERO. - ADICIONAR  los ordinales  PRIMERO y SEGUNDO  de la sentencia recurrida los cuales quedarán así:

“PRIMERO: DECLARAR que entre los señores Gustavo Largo Guapacha, Carlos Alberto Sinisterra Córdoba, Gildardo Antonio Acevedo Ríos, Harvey Antonio Acevedo Taborda, Fernando Antonio Henao Carvajal, Alberto Cárdenas Pacheco, Elquier de Jesús Castaño Cardona, Carlos Alberto Jaramillo Arroyave, Ariel Toro Aguirre, Ángel María Cardona Flórez y Didier Restrepo Morales como trabajadores y Hernando Granada Gómez y Cival Constructores Ltda., como empleadores estuvieron vinculados por un contrato de trabajo verbal a término indefinido así:

Gustavo Largo Guapacha, entre el 23 y el 29 de noviembre de 2004.

Carlos Alberto Sinisterra Córdoba, entre el 29 de octubre y 17 de diciembre de 2004.

Gildardo Antonio Acevedo Ríos, entre el 19 y 20 de octubre de 2004.

Harvey Antonio Acevedo Taborda entre el 2º de noviembre y el 1º de diciembre de 2004.

Fernando Antonio Henao Carvajal entre el 4 de noviembre de 2004 y el 5 de noviembre de 2005

Alberto Cárdenas Pacheco, entre el 23 y 28 de enero de 2005

Elquier de Jesús Castaño Cardona, entre el 1 de octubre de 2004 y el 28 de febrero de 2005

Carlos Alberto Jaramillo Arroyave entre el 15 de diciembre de 2004 y 10 de febrero de 2005.

Ariel Toro Aguirre entre el 1º de septiembre de 2004 y el 31 de enero de 2005.

Didier Restrepo Morales entre el 19 de octubre y 1º de diciembre de 2004 y, finalmente, 
Ángel María Cardona Flórez entre el 12 de agosto de 2004 y 1º de marzo de 2005.
SEGUNDO.- CONDENAR Hernando Granada Gómez y Cival Constructores Ltda a pagar 
 a) por concepto de cesantías, intereses a las cesantías, prima de servicios y vacaciones a:

Fernando Antonio Henao Carvajal la suma de un millón noventa y nueve mil quinientos noventa y cuatro pesos mcte ($1.099.594) 

Alberto Cárdenas Pacheco la suma de dieciséis mil trecientos diecisiete pesos mcte ($16.317) 

Elquier de Jesús Castaño Cardona la suma de cuatrocientos mil novecientos cuarenta y seis pesos mcte ($400.946) 

Carlos Alberto Jaramillo Arroyave la suma de ciento cincuenta y siete mil trescientos sesenta y cinco pesos mcte ($157.365) y,
Ariel Toro Aguirre la suma de cuatrocientos dieciocho mil seiscientos cuarenta y cinco pesos mcte ($418.645)

b) por concepto de cesantías, intereses a las cesantías, prima de servicios y vacaciones y auxilio de transporte a:

Ángel María Cardona Flórez doscientos veintiún mil setecientos treinta y cuatro pesos mcte ($221.734) y,  

Didier Restrepo Morales la suma ciento ochenta y cuatro mil ciento cincuenta y cuatro pesos mcte ($184.154)   
c) Indemnización por despido injusto equivalente a trescientos ochenta y un mil quinientos pesos mcte ($381.500) a:

Alberto Cárdenas Pacheco y 

Ángel María Cardona Flórez”
SEGUNDO: MODIFICAR  el ordinal  TERCERO  de la sentencia impugnada el cual quedará así: 

TERCERO: CONDENAR Hernando Granada Gómez y Cival Constructores Ltda a pagar a título de sanción moratoria a razón de $12.716 diarios, hasta la fecha que se haga efectivo el pago de las prestaciones sociales, a partir de la siguientes fechas:

Fernando Antonio Henao Carvajal: 5 de noviembre de 2005.

Alberto Cárdenas Pacheco: 28 de enero de 2005

Elquier de Jesús Castaño Cardona: 28 de febrero de 2005

Carlos Alberto Jaramillo Arroyave: 10 de febrero de 2005 

Ariel Toro Aguirre: 31 de enero de 2005

Ángel María Cardona Florez: 2º de marzo de 2005.

Didier Restrepo Morales, deberá cancelarse la suma de $11.933 diarios desde el 1º de diciembre de 2004 y hasta que se haga efectivo el pago de la obligación.

TERCERO: ADICIONAR el ordinal CUARTO y  SÉPTIMO de la providencia recurrida, los cuales quedarán así:

“CUARTO: DECLARAR que MEGABUS S.A. es solidariamente responsable con los señores Hernando Granada Gómez y Cival Constructores Ltda de las condenas que le fueron impuestas a favor de los señores Fernando Antonio Henao Carvajal, Alberto Cárdenas Pacheco, Elquier de Jesús Castaño Cardona, Carlos Alberto Jaramillo Arroyave, Ariel Toro Aguirre y Didier Restrepo Morales”
SEPTIMO: NEGAR las demás pretensiones planteadas por los señores Fernando Antonio Henao Carvajal, Alberto Cárdenas Pacheco, Elquier de Jesús Castaño Cardona, Carlos Alberto Jaramillo Arroyave, Ariel Torro Aguirre, Ángel María Cardona Florez, Gustavo Largo Guapacha, Carlos Alberto Sinisterra Córdoba, Gildardo Antonio Acevedo Ríos, Harvey Antonio Acevedo Taborda.”

CUARTO: MODIFICAR los ordinales OCTAVO y NOVENO de la sentencia revisada así:

OCTAVO: NEGAR las pretensiones planteadas por el señor Carlos Augusto Jiménez Matallana. 

NOVENO: DECLARAR probada la excepción de prescripción propuesta por Hernando Granada Gómez y Cival Constructores Ltda en los procesos de los señores Gustavo Largo Guapacha, Carlos Alberto Sinisterra Córdoba, Gildardo Antonio Acevedo Ríos, Harvey Antonio Acevedo Taborda.

QUINTO: MODIFICAR los ordinales  DÉCIMO PRIMERO  y DÉCIMO SEGUNDO de la sentencia revisada así:

DÉCIMO PRIMERO: CONDENAR en costas a los señores Carlos Augusto Jiménez Matallana, Gildardo Antonio Acevedo Ríos y Harvey Antonio Ruíz Taborda frente a la Sociedad Megabus S.A. 

DÉCIMO SEGUNDO: a) CONDENAR en costas a los demandados Hernando Granada Gómez y Cival Constructores Ltda y Megabus S.A.  frente a los demandantes Fernando Antonio Henao Carvajal, Alberto Cárdenas Pacheco, Elquier de Jesús Castaño Cardona, Carlos Alberto Jaramillo Arroyave, Ariel Toro Aguirre y  Didier Restrepo Morales.
b) CONDENAR en costas a los demandados Hernando Granada Gómez y Cival Constructores Ltda a favor de Ángel María Cardona Flórez.
c) CONDENAR en costas a  favor del municipio de Pereira, a los señores Gustavo Largo Guapacha, Carlos Alberto Sinisterra Córdoba, Gildardo Antonio Acevedo Ríos, Harvey Antonio Acevedo Taborda, Fernando Antonio Henao Carvajal, Alberto Cárdenas Pacheco, Elquier de Jesús Castaño Cardona, Carlos Alberto Jaramillo Arroyave, Ariel Toro Aguirre, y Didier Restrepo Morales.

SEXTO: CONFIRMAR  en todo lo demás la providencia impugnada.
Costas en esta instancia a cargo de Megabus S.A. en un 100%. 
A cargo Gustavo Largo Guapacha, Carlos Alberto Sinisterra Córdoba, Gildardo Antonio Acevedo Ríos, y Harvey Antonio Acevedo Taborda en un 100% a favor de Hernando Granada Gómez y Cival Constructores Ltda.  
Costas a favor de Megabus S.A. a cargo de Gildardo Antonio Acevedo Ríos y Harvey Antonio Acevedo Taborda en un 100%.

A favor del municipio de Pereira, las costas corren por cuenta de Gustavo Largo Guapacha, Carlos Alberto Sinisterra Córdoba, Gildardo Antonio Acevedo Ríos, Harvey Antonio Acevedo Taborda, Fernando Antonio Henao Carvajal, Alberto Cárdenas Pacheco, Elquier de Jesús Castaño Cardona, Carlos Alberto Jaramillo Arroyave, Ariel Toro Aguirre, y Didier Restrepo Morales.

No siendo otro el objeto de la presente audiencia, se eleva y firma esta acta.

Los Magistrados,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES
        ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN
� Sentencia del 6 de Septiembre de 2012. Rad. 37804. M.P. Carlos Ernesto Molina Monsalve.
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